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1.	Nueva	definición	(y	nueva	interpreta-
ción)	de	las	causas	económicas,	técni-
cas,	organizativas	y	productivas

No hay todavía criterios que aporten luz 
sobre el significado y el alcance de la nue-
va redacción de los arts. 51 y 52 c) ET. Es 
claro que no pueden aplicarse las normas 
posteriores al enjuiciamiento de hechos 
acaecidos bajo la vigencia de otras nor-
mas, de ahí que se haya rechazado la apli-
cación de la “filosofía” de la reforma laboral 
a los despidos acaecidos antes del 12 de 
febrero de 2012: “Aunque sea a los meros 
efectos dialécticos el despido hoy enjuicia-
do no puede calificarse como procedente, 
y lo que pretende el empresario es que 
se aplique la filosofía que impregna la re-
forma operada por el RD-L 3/2012 de 10 
de febrero, que no estaba en vigor cuan-
do se produce el despido [STSJ de Castilla 
La Mancha de 28 de febrero de 2012 (rec. 
6/2012)]. Sin aplicar esta filosofía, pero sin 
rechazarla tampoco, la STSJ de Galicia de 
20 de marzo de 2012 (rec. 5605/2011) re-
cuerda el vigente enunciado de las causas 
para reforzar la declaración de procedencia 
de un despido por razones económicas.

2.	Salarios	de	tramitación

La SJS de León de 20 de febrero de 2012 
(proc. 937/2011) fue la primera (o la que 
primero se dio a conocer) de un conjunto 
de resoluciones de distintos Juzgados de lo 
Social favorables a la aplicación inmedia-
ta y sin paliativos de la reforma laboral, lo 
cual suponía rechazar la condena al abono 
de los salarios de tramitación en despidos 
acaecidos antes de la reforma laboral. Es-
tos eran los argumentos:

● La entrada en vigor del Real Decreto 
Ley 3/2012 de 10 de febrero se pro-
dujo al día siguiente de su publicación 
en el BOE, esto es, el 12 de febrero de 
2012, y en su Exposición de Motivos 
se alude al carácter urgente de la nor-
ma, por lo que su aplicación ha de ser                
inmediata.

● La norma que suprime los salarios de 
tramitación (salvo si hay readmisión o 
el trabajador despedido es represen-
tante legal) no viene acompañada, a 
diferencia de otras materias, de dispo-
sición transitoria.
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● La normativa reguladora de los salarios 
de tramitación tiene carácter sustanti-
vo y no procesal.

● No se trata de la aplicación retroactiva 
de una norma desfavorable que pudie-
ra vulnerar el art. 2 del Código Civil, ya 
que se aplica la normativa sustantiva 
vigente en el momento de la califica-
ción del despido por el Juez.

● Esta interpretación es la más acorde 
con el espíritu y finalidad del RD-Ley 
3/2012, pues en definitiva se preten-
de de manera urgente e inmediata en 
razón de la gravedad de la actual crisis 
económica, reducir el coste del despido 
improcedente.

Este criterio ha sido arrumbado por sen-
tencias posteriores dictadas por algunos 
Tribunales Superiores de Justicia. La STSJ 
del País Vasco de 21 de febrero de 2012 
(rec. 221/2012) ha establecido un criterio 
favorable al abono de los salarios de trami-
tación en estos mismos casos por las razo-
nes siguientes:

● Si la nueva Ley nada dice, se ha de 
considerar el principio general de irre-
troactividad de las normas jurídicas que 
prevé el artículo 2.3 del Código Civil. 
Este precepto, incluido en su Título Pre-
liminar, relativo a las normas jurídicas, 
su aplicación y eficacia, comúnmente 
se asume que incide en todo nuestro 
ordenamiento jurídico, regulándose en 
el mismo tal derecho transitorio, el sis-
tema de fuentes, las reglas que han de 
regir la interpretación de las normas, la 
analogía, la equidad, el fraude de ley, el 
principio non liquet, etc.

● La obligatoriedad del abono de los sa-
larios de tramitación se amolda al prin-
cipio de irretroactividad de las normas 
sancionadoras no favorables y de las 

restrictivas de derechos individuales 
que garantiza el artículo 9.3 de la Cons-
titución. Es éste un supuesto de restric-
ción de derechos individuales, pues si, 
la normativa precedente declaraba un 
derecho individual (el cobro de los sa-
larios de tramitación en estos casos), 
la nueva Ley suprime este derecho en 
estos casos.

● La solución se compadece mejor con 
el principio tempus regit actum y, por 
ello, con la disposición transitoria se-
gunda del Código Civil, norma a la que 
con frecuencia se suele acudir en casos 
análogos al presente y que propugna 
que los actos y contratos se rijan con-
forme la normativa del tiempo en que 
se celebraron (la legislación anterior en 
este caso).

Estos mismos criterios son reiterados por 
la STSJ de Castilla y León de 28 de mar-
zo de 2012 (rec. 123/2012). La STSJ de 
Castilla y León de 15 de marzo de 2012 
(rec. 37/2012) añade a los argumentos an-
teriores la cita de la STC 210/1990 para 
recordar que “No hay retroactividad cuan-
do una ley regula de manera diferente y 
profuturo situaciones jurídicas creadas con 
anterioridad a su entrada en vigor y cuyos 
efectos no se han consumado”, de donde 
se deduce que “el despido se produce con 
anterioridad a la entrada en vigor de la ley 
pero sus efectos y consecuencias no se han 
consumado al producirse con la sentencia 
que declara la improcedencia con posterio-
ridad a la entrada en vigor de la reforma”. 
Igualmente se citan las SSTC 99/1987, 
129/1987 y la STS de 26 de octubre de 
1999 en el sentido de que el principio de 
irretroactividad “es aplicable a los dere-
chos consolidados asumidos e integrados 
en el patrimonio del sujeto y no a los pen-
dientes, futuros, condicionados o expec-
tativas”. En fin, la irretroactividad del art. 
9.3 CE se trae a colación (con cita de la 
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STC 104/2000 y de la STS de 4 de junio de 
2001) para recordar que su ámbito se ciñe 
al terreno de los derechos fundamentales.

En fin el Auto aclaratorio del TSJ de Ex-
tremadura de 29 de marzo de 2012 (rec. 
27/2012) cita la norma que entendemos 
mejor se ajusta a este caso, la Disposición 
Transitoria Primera del Código Civil, a cuyo 
tenor “se regirán por la legislación ante-
rior al Código los derechos nacidos, según 
ella, de hechos realizados bajo su régimen, 
aunque el Código los regule de otro modo o 
no los reconozca”. De ella, deduce el TSJ de 
Extremadura que “habiéndose producido el 
despido bajo una normativa que reconocía 
el derecho a salarios de tramitación, éstos 
han de mantenerse en la forma que se es-
tablecía en esa normativa, bajo la que, se 
repite, se produjo el hecho que los deter-
mina, el despido, sin que, se repite tam-
bién, ninguna norma en el RDL determine 
lo contrario respecto a esos despidos an-
teriores, como hace con la indemnización”.

3.	Cálculo	de	la	indemnización:	prorrateo

La Disposición Transitoria Quinta del RD-
Ley 3/2012 no menciona el prorrateo por 
meses de los períodos inferiores a un año 
para calcular la indemnización por despido. 
El silencio puede ser interpretado en tres 
sentidos distintos:

● Ausencia de prorrateo, en una inter-
pretación ilógica y poco razonable (sólo 
se devengaría la cuantía de 45/33 días 
tras un año de trabajo).

● Prorrateo por meses en ambos períodos 
computables, el anterior a la entrada                                                                        

en vigor del RD-Ley (45 días por año) 
y el posterior (33 días). La objeción 
a esta interpretación radica en que 
los días de un mismo mes sirven para 
calcular dos períodos diferentes, con 
el resultado perverso de que compu-
tan doblemente. No obstante, esta es 
la opción previsiblemente triunfante, 
a la vista de una de las enmiendas 
presentadas por el Partido Popular, 
aún no aprobada: “La indemnización 
por despido improcedente de los con-
tratos formalizados con anterioridad 
al 12 de febrero de 2012 se calculará 
a razón de 45 días de salario por año 
de servicio por el tiempo de pres-
tación de servicios anterior a dicha 
fecha de entrada en vigor, prorra-
teándose por meses los períodos in-
feriores a un año, y razón de 33 días 
de salario por año de servicio por el 
tiempo de prestación de servicios 
posterior, prorrateándose igualmente 
por meses los períodos inferiores a 
un año (…). La justificación: “aclarar 
que para el cálculo de la indemniza-
ción por los períodos de tiempo infe-
riores a un año deben fijarse a pro-
rrata por meses en cada uno de los 
dos tramos utilizados para el cálculo 
de la indemnización”.

● Prorrateo por meses de uno de los dos 
tramos computables, habiéndose lle-
gado a la conclusión en las SSJS nº 2 
de Pamplona/Iruña de 1 de marzo de 
2012 (proc. 1274/2011) y de 22 de 
marzo de 2012 (proc. 22/2012) de que 
lo más razonable es prorratear el tramo 
final que se corresponde con la fecha 
extintiva del contrato.


